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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 263/2021-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., catorce de julio de dos mil veintiuno.  


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 263/2021-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veintiséis de abril del presente año, se tuvo a**********demandando por derecho propio el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisa:

Autoridad demandada:

-Supuesto Policía Vial de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí de nombre, **********
Acto que se impugna.- “**********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las diez horas del seis de julio del presente año, con la asistencia del delegado de la autoridad demandada. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por la parte actora, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el siguiente: 
**********
En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a ********** de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia del acto reclamado.
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda **********demandando la nulidad del acto y en contra de la autoridad ya señalada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario al aquí impetrante, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.


Tocante a la legitimación de la autoridad demandada la misma, se encuentra acreditada en este juicio conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos, el nombramiento que la acredita como tal según constancia que obra en autos a foja **********del expediente en que se actúa.  
CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 05 a la 17 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el presente caso, no existe causal por la que se tenga que hacer pronunciamiento alguno. 

SEXTO.- Previo a hacer un pronunciamiento, ésta Sala Unitaria procederá a llevar a cabo en estudio del Concepto de Impugnación que le cause mayor beneficio al actor, esto es, el  orientado a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, además, porque así lo permite el artículo 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.

Así es por lo que se procede a estudiar el Tercer Concepto de Impugnación que hace valer el demandante, en el que señala agravios consistentes en que existe violación a los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación  con el artículo 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el argumento de que  la Boleta de Infracción que se impugna, se  encuentra indebidamente fundada y motivada.

Lo anterior porque dice que la demandada señaló las supuestas infracciones según el siguiente recuadro: (F. 17)
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACION.

DE CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 176 PÁRRAFO SEGUNDO, 197 Y DEMÁS RELATIVOS DEL REGLAMENTO DE TRÁNSITO DEL MUNICPIO DE SAN LUIS POTOSÍ.

	MOTIVO DE LA INFRACCIÓN
	ARTÍCULO
	FRACCIÓN
	INCISO
	LEY/O REGLAMENTO

	Circular vehículo pesado en zonas restringidas.

Falta de permiso para circular en zona restringida.
	143


	
	
	Reglamento vigente de  Tránsito de Soledad de Graciano Sánchez. 


Que por ello se debe de declarar la nulidad de la boleta de infracción. (F. 18)
Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, es necesario señalar que de acuerdo a lo que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y que invoca el actor, todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares, por lo que se hace necesario transcribir en su parte conducente el precepto en mención y que dice: 

“ARTÍCULO 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 
Así las cosas, por fundamentación se entiende que ha de expresar con precisión, el precepto legal aplicable al caso y por motivación, se debe señalar con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, además, debe existir adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.
Pues bien, para el caso que nos ocupa, es necesario remitirnos al acto que se impugna, el cuál se encuentra agregado en autos a foja 27 del expediente en que se actúa, particularmente en el apartado del MOTIVO DE LA INFRACCIÓN, del que se advierte que efectivamente, como bien lo señala el actor, la autoridad demandada hizo constar las supuestas faltas administrativas en que incurrió el conductor y que se hicieron consistir en:
1.- Circular vehículo pesado en zonas restringidas.

2.- Falta de Permiso para circular en zona restringida. 

Para ambas conductas infractoras, la demandada las fundamento en el artículo en el artículo 143 del Reglamento vigente de Tránsito del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí que, para una mayor claridad en lo que establece dicho artículo se transcribe de la siguiente manera: 

“Artículo 143. La Dirección está facultada para restringir y sujetar a horarios la circulación de vehículos de transporte de carga, así como modificar los ya establecidos conforme al volumen de tránsito y al interés público:

I. El horario de circulación en el perímetro A para vehículos con capacidad de carga mayor a tres mil quinientos kilogramos y menor a diez mil kilogramos será de las 23:00 a las 6:00 horas. Queda prohibida la circulación a vehículos de carga mayor a la capacidad permitida, de dos o más ejes y los tracto camiones. La Dirección analizará cada caso específico y podrá autorizar la circulación de alguno de estos vehículos, estableciendo en el permiso las rutas, fechas, horarios y demás condiciones que se requieran para la expedición de los mencionados permisos; 

II. Para la circulación en el perímetro B para vehículos con capacidad de carga mayor a diez mil kilogramos y menor a veinticinco mil kilogramos, conforme a carta porte y dentro de la clasificación de camiones pesados de dos ejes, estacas, pipa, revolvedora, torton, tubular y volteo, la Dirección establecerá las rutas que resulten adecuadas conforme al volumen del tránsito e infraestructura urbana, tomando en consideración la vía de ingreso a la jurisdicción Municipal y el destino dentro del perímetro; queda restringida su circulación en zonas habitacionales, recreativas, deportivas y escolares, las que se considerarán áreas protegidas;

III. Por lo que se refiere a vehículos tráiler, remolques y semirremolques conforme a la clasificación que establece este Reglamento, con independencia de su peso, sólo podrán circular dentro del perímetro B delas 23:00 a las 06:00 horas, quedando restringida su circulación en zonas habitacionales, recreativas, deportivas y escolares; y 

IV. En el perímetro C la circulación está permitida para cualquier vehículo de carga, quedando restringida para vehículos con capacidad de carga mayora diez mil kilogramos en zonas habitacionales, recreativas, deportivas y escolares. De acuerdo con las circunstancias la Dirección podrá determinar además otras áreas restringidas para la circulación de determinado tipo de vehículos.”

El aludido precepto legal, claramente señala las facultades con que cuenta la Dirección para restringir y sujetar a horarios, la circulación de vehículos de transporte de carga, así como modificar los ya establecidos conforme al volumen de tránsito y al interés público.

Además, sus tres fracciones, señala los horarios de circulación para los vehículos según su capacidad de carga, así como restricciones  según las zonas habitacionales, recreativas, deportivas y escolares, para los perímetros A, B y C. 

Entonces, si las supuestas conductas infractoras en que incurrió el actor lo fueron:   

- Circular vehículo pesado en zonas restringidas.
- Falta de permiso para circular en zona restringida.

Es claro advertir que el fundamento legal invocado por la autoridad demandada en el acto que se impugna, no es coincidente con las supuestas conductas infractoras.
Aunado a lo anterior, dicho precepto legal es aplicable para la autoridad, puesto que como ha quedado señalado con antelación, se trata de una facultad para las autoridades administrativas en materia de tránsito, no así, que sea un artículo aplicable en perjuicio del actor solamente por haberlo encontrado circulando un vehículo pesado en zonas restringidas y con falta de permiso para circular en zona restringida.

Suponiendo sin conceder que sea cierto, que la demandada haya encontrado al conductor circulando un vehículo pesado en zonas restringidas y sin permiso para circular, no menos cierto lo es que no señaló en qué perímtero se le encontró cometiendo esas conductas infractoras, esto es, si en el perímetro A, B o C.

Además, tampoco señaló en qué zona, esto es si fue en una zona habitacional, recreativa, deportiva, escolar, o aquellas que se considerarán áreas protegidas.   
De todo lo anteriormente señalado, se concluye que dentro del contenido del texto de las supuestas conductas infractoras en el acto impugnado, el emisor no señaló las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que tuvo en consideración para la emisión del acto, ni la adecuación correspondiente entre los motivos aducidos y las normas aplicables. 

Lo anterior es así, pues no debe perderse de vista que la motivación, consiste precisamente en esas circunstancias especiales, requisitos que son indispensables para que el acto sea jurídicamente motivado y válido en contenido y ejecución, lo que evidentemente no se cumplió en la especie, pues dentro del cuerpo del acto impugnado, nunca se señalaron esas circunstancias y razones por las que se pudiera considerar que efectivamente se encontró al conductor: “Circulando su vehículo pesado en zonas restringidas y con  Falta de permiso para circular en zona restringida”.
Además, no se acreditó la forma en que la demandada se cercioró de ello, detallando los datos correspondientes a modo, tiempo y lugar.

Por lo que es incuestionable que la autoridad demandada, fue omisa en motivar debidamente la boleta de infracción impugnada, en términos de los artículos 16 Constitucional. 
Aún y cuando se haya invocado el fundamento legal y el motivo en el acto que se impugna, existe un desajuste entre la aplicación de norma y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto, lo que arroja como resultado una violación de fondo porque, si bien es cierto se cumplió con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, también es cierto que unos y otros son incorrectos. 

Resultando aplicable al caso en particular el siguiente criterio de jurisprudencia que dice:
  
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.

La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.”

En conclusión, el acto que se combate contiene irregularidades en los elementos relativos a la fundamentación y motivación en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución, lo que arroja en consecuencia la nulidad de dicho acto, en términos de lo dispuesto por el artículo 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
Lo anterior se refuerza de acuerdo a lo manifestado por la diversa autoridad demandada al momento de formular su contestación, donde manifestó que:

“… en el acto de molestia boleta de infracción…, fueron incluidos los artículos 111 y 161 fracción III del Reglamento de Tránsito Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, con los que se justifica la causa legal, ya que fueron los dispositivos legales que la (sic) ********** transgredió al conducir su vehículo.    
“Artículo 143. La Dirección está facultada para restringir y sujetar a horarios la circulación de vehículos de transporte de carga, así como modificar los ya establecidos conforme al volumen de tránsito y al interés público:…”
“… a continuación me permito transcribir los razonamientos lógico jurídico contemplados en la boleta de infracción con los que se demuestren la adecuación de los fundamentos citados en el caso concreto. 

“Circular vehículo pesado en zonas restringida”.

“Falta de permiso para circular en zona restringida”.

De acuerdo a los datos proporcionados por el propio conductor infractor en relación a las características físicas del vehículo y de la inspección ocular realizada por el policía vial se pudo constatar que el vehículo correspondía a un “vehículo pesado” tal y como lo dispone el artículo 143 del del Reglamento de Tránsito Vigente en el Municipio  de Soledad de Graciano Sánchez, además de que al momento de elaborar el correspondiente folio el conductor no mostró los correspondientes permisos expedidos por autoridad competente, también debe de considerar al momento de resolver que al presente juicio no fueron ofrecidos como prueba dichos permisos para circular en zonas restringidas…” (F. 43)      

Argumento que resulta improcedente, puesto que en la forma en que fue planteado, dice que el actor transgredió los artículos 111 y 161 fracción III del Reglamento de Tránsito Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, cuando el acto impugnado señala de manera expresa que se transgredió el artículo 143 de la norma en comento. 

Además, confirma que del aludido artículo 143, se desprenden las facultades para la autoridad, no así transgresión alguna por parte del actor. 

Con lo anterior, la autoridad demandada pretende mejorar la fundamentación y motivación en las conductas infractoras contenidas en el acto que se impugna, sin embargo, tales requisitos constitucionales debe de ir en el acto de autoridad y no en la contestación de demanda, como así lo pretende la autoridad, sirviendo de apoyo el siguiente criterio que dice: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION EN OTRO DOCUMENTO.

El artículo 16 constitucional obliga a las autoridades a fundar y motivar sus resoluciones, y es claro que en principio esos fundamentos y motivaciones deben constar en la propia resolución para que se satisfaga la garantía constitucional y no se deje en estado de indefensión al afectado, al no darle oportunidad plena de defensa por no darle cabal conocimiento de los motivos y fundamentos del acto. Luego el fundamento y motivación de la resolución de ninguna manera podrán darse en documentos no conocidos por el afectado, o en documentos internos de la autoridad, o al contestar las impugnaciones legales del acto. Pero si el acto emana de un procedimiento administrativo en el que el quejoso ha tenido plena intervención y conocimiento cabal de todo lo actuado, y en el que se le ha entregado copia de todos los documentos en que puede basarse el acto dictado en su contra, resulta claro que ya no hay razón para un rigorismo que exija que en la resolución final que afecta al particular se transcriban o inserten todas las actuaciones de las que el particular ya tuvo cabal conocimiento en la forma señalada, y en estos casos (como en las sentencias judiciales mismas) sí es lícito que la resolución que pone fin al procedimiento haga referencia, para su fundamentación y motivación, a actuaciones y documentos del procedimiento administrativo previo. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”
En conclusión, el acto que se impugna si bien goza de presunción de validez, no menos cierto lo es que esa presunción, ha quedado desvirtuada por parte del demandante, en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución.

 
Toda vez que el concepto de impugnación resultó suficiente en términos del artículo 250, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí para declarar la nulidad del acto impugnado, es innecesario el análisis de los demás argumentos expresados por el actor, pues en nada variaría la decisión contenida en la presente resolución.

En consecuencia de lo anterior y de ********** con lo dispuesto por los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por ende, la NULIDAD del acto impugnado a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados. 

Esto es, que en términos de lo establecido por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo, ésta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, procede a dejar la boleta de infracción sin efecto legal alguno, con la finalidad de que le sea reintegrado al actor la cantidad de **********de este expediente. 

De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria.   

En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. 
Sirve de apoyo el siguiente criterio que dice:
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.” TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

De acuerdo a las consideraciones ya señaladas, con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y RESUELVE

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto materia de este juicio, y en consecuencia su NULIDAD de acuerdo a las consideraciones y para los efectos vertidos en el Considerando SEXTO de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor y por oficio a las autoridades demandadas. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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